Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 45 minutos) 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- El Consejo Nacional de Ediles, con fecha 26 de marzo, remitió una nota en 
la que solicitó una entrevista a efectos de intercambiar información sobre la nueva ley nacional de 
tránsito. Obviamente, esa entrevista ya fue concedida y sus representantes están esperando para 
ingresar a Sala. 


La Comisión de Tránsito y Transporte de la Junta Departamental de Montevideo envió una 
nota en la que da cuenta de la realización de un encuentro de carácter informativo sobre los siguientes 
temas: Unidad de Seguridad Vial, Ley de Tránsito y Seguridad Vial y Educación Vial. Este encuentro se 
llevó a cabo el martes 8 de abril, a las 17 horas, en la Sala de Sesiones de la corporación. 
Oportunamente, fue repartida. 


La Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado resolvió hacer llegar al Poder Legislativo 
su preocupación ante la falta de incorporación de unidades adaptadas a personas con discapacidad en 
la nueva renovación de flota en el servicio de transporte colectivo de pasajeros. 


SEÑOR VAILLANT.- ¿Esa nota fue dirigida a todas las Intendencias Municipales? 
SEÑORA SECRETARIA.- Sí, señor Senador, a las de todo el país. 


La última nota de la que damos cuenta y oportunamente entregaremos fotocopia, es de la 
Junta Departamental de Florida y está dirigida al Presidente de la Cámara de Senadores, quien la 
derivó a esta Comisión. En ella se hace referencia a un planteamiento del señor Edil Flaviano 
González, en la hora previa de la sesión del 7 de marzo del corriente, quien solicita se designe con el 
nombre de Martín Aquino el tramo de la Ruta 94, entre Chamizo y Fray Marcos, departamento de 
Florida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, corresponde recibir a una delegación del Congreso Nacional 
de Ediles. 


(Ingresan a Sala integrantes de la Comisión Asesora de Tránsito y Transporte del Congreso 
Nacional de Ediles) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado tiene el honor de recibir a una 
delegación de la Comisión Asesora de Tránsito y Transporte del Congreso Nacional de Ediles, 
integrada por el señor Jorge Meroni -Presidente del Congreso- de Montevideo, y los señores 
Sergio Guastavino, de Soriano, Luis Eduardo Silva, de Artigas, Ruben Costa, de Treinta y Tres, y Jaime 
Fuentes, de Florida. 


Esta reunión tiene como fin intercambiar expresiones sobre un tema de competencia 
compartida: nosotros, por haber participado en la aprobación de la ley, y ustedes, por regular -por 
competencia constitucional- todo lo que tiene que ver con el tránsito en los 19 departamentos del país. 


Por lo tanto, considero que puede resultar muy fructífero saber cómo se está aplicando la ley 
vigente en cada departamento o si se está en vías de hacerlo, porque contiene algunas disposiciones 
bastante novedosas, algunas de las cuales pueden generar cierto tipo de resistencia por parte de los 
pobladores -lo que ya se ha dado e, incluso, se está dando- sobre todo en lo que hace al uso del casco 
en las motos y de las luces cortas. 


En fin, sería interesante recoger la impresión de los representantes y ver cómo se está 
realizando la aplicación efectiva de una ley aprobada hace pocos meses en el Parlamento. 


SEÑOR MERONI.- Agradecemos a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado por 
habernos recibido. En realidad, vinimos a acompañar a los Ediles que son los que integran la 
Comisión. 


La semana pasada realizábamos una actividad en la Junta Departamental de Montevideo 
relacionada con la ley nacional de tránsito y uno de los temas preocupantes -al cual se refirió el señor 
Presidente, que me antecedió en el uso de la palabra- era que no en todos los departamentos se 
cumplía con esta nueva ley nacional y que había resistencia en aceptarla. Esto es algo que mucho nos 
preocupa y es por eso que en el Congreso Nacional de Ediles, en las reuniones mensuales que 
tenemos en los diferentes departamentos, vamos a invitar a la UNASEV y al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas para que se empiece a hablar en todos los departamentos un mismo 
idioma sobre este tema. El Congreso Nacional de Ediles, repito, está muy preocupado con respecto a 
este punto. 


Por otra parte, aprovecho a manifestar que en una de las reuniones que mantuvieron la Mesa 
y la Comisión de Tránsito hace unos meses en la ciudad de Treinta y Tres, se planteó la preocupación 
en relación a las patentes. Con respecto a este tema, de una vez por todas debemos generar algo que 
iguale a los uruguayos y no tengamos la actual guerra de patentes. Sabemos - 
representamos a muchos departamentos- que hay departamentos que van a tener que bajar sus 
patentes y otros las van a tener que subir, pero se debe generar una patente única para todo el país 
porque, de lo contrario, se trata en forma diferente a los ciudadanos de todos los departamentos del 
país. 


SEÑOR GUASTAVINO.- Represento al departamento de Soriano y, tal como dijo nuestro Presidente, 
venimos a intercambiar opiniones sobre este tema y saber, puntualmente, qué potestades y cuál es la 
elasticidad que tienen las distintas Intendencias, a través de sus normativas locales -que se 
transforman en ley departamental- para cumplir, o no, en un tiempo perentorio con esta disposición. 


En Mercedes tenemos alrededor de 30.000 motos y, justamente, en la Junta Departamental 
manifestamos -y aprovechamos esta oportunidad para reiterar el planteo, de manera de unificar 
criterios- que las Intendencias -no sé si por ley; no la conozco en profundidad- deben tener la potestad 
de cumplir total o parcialmente con la normativa. Creemos que cuando se trata de una ley nacional, en 
su contexto se la debe respetar y aplicar; lo que sucede es que los jerarcas -sobre todo el Director de 
Tránsito Departamental- han hecho público  -en el departamento de Soriano el Intendente lo ha hecho 
en forma velada- que el departamento estaba en contra de la utilización del casco, de las luces cortas 
encendidas todo el día y del uso del cinturón de seguridad. Si una jerarquía tan importante como el 
Director de Tránsito Departamental opina de esa manera, contraviniendo el espíritu de la ley, más allá 
de los beneficios y riesgos que puedan existir, ¿de qué forma podemos avanzar? ¿Cuál puede ser el 
criterio que podemos intercambiar con los señores Senadores -quienes integran una Comisión con 
mucho peso con respecto a esta ley- para aplicar cuanto antes esta disposición y para que no hayan 
desavenencias y riesgos, incluso, desde el punto de vista judicial, por la no aplicación de la norma en 
determinados departamentos? 


SEÑOR MICHELINI.- Además del tema jurídico y legal, hay un problema de seguridad. Por otra parte, 
más allá de las virtudes y defectos de la ley, hay estadísticas que indican que la mayor cantidad de los 
accidentes de tránsito tienen como protagonista a una moto. Por otro lado, la visibilidad de los 
vehículos -no sólo en la carretera- es mayor cuando llama la atención a otro coche que viene en 
sentido contrario y, notoriamente, las luces ayudan en ese objetivo. Por supuesto, en días más 
soleados ese factor de incidencia es menor, y en los días menos soleados las luces actúan como un 
mayor llamador. 


Asimismo, el tema de los cinturones de seguridad es muy engorroso. Notoriamente, se sabe 
que las personas que usan cinturón de seguridad, tienen mayores probabilidades de vida frente a un 
accidente. El porcentaje de los casos en los cuales el cinturón actúa o es parte del problema y no de la 
solución, es del 3% o 4%. Entonces, sin duda, nuestros problemas son de seguridad. 


Naturalmente, todos hemos sido jóvenes y entendemos la rebeldía que surge cuando el 
Estado trata de imponer cosas. Imaginemos que los niños decidan no vacunarse. Eso hoy no se nos 
pasa por la cabeza, pero tuvo que construirse toda una cultura en ese sentido. La ley está inspirada en 


tratar de mejorar las condiciones de seguridad; pretende ser una especie de código para atenuar los 
accidentes. Eso luego habrá que evaluarlo. En la realidad actual, tenemos una cantidad de muertes 
por accidentes. Dentro de dos años, si se aplica la ley -de lo contrario, tendremos la misma realidad- 
podremos mejorar en lo que hace a la toma de conciencia. Tengo hijos y los más chicos, cuando viajan 
atrás en el auto, se ponen el cinturón, pero uno de los más grandes actúa con rebeldía. No obstante, la 
norma va generando conciencia, lo que hace que se respeten las leyes de tránsito. Imaginemos qué 
sucedería si no respetáramos la luz roja, por ejemplo. En otros países, se maneja por la izquierda y no 
por la derecha. Alguien podría decir “yo manejo por la izquierda”. Si no se ordena el tránsito mediante 
normas, sería un caos. 


Nadie se cierra a evaluar la aplicación de la ley, por lo que si existe algún hecho que complica, 
lo podremos ver. Si fuera necesario algo más de tiempo para que el avión pueda aterrizar, lo podemos 
evaluar. La ley no es un problema ideológico; tampoco es un problema del Frente Amplio, del Partido 
Nacional o del Partido Colorado. No; la ley es una respuesta a una realidad que está a la vista de todos 
y frente a la que no hacemos nada. Si hay aspectos complicados, por supuesto que estamos 
dispuestos a atenderlos, verlos y razonarlos, pero pasado cierto período, la ley se tiene que aplicar. 


Incluso, podría haber responsabilidades, por ejemplo, en el caso de que una Intendencia no 
controlara que las personas usen los cascos. Si algunas Intendencias no controlan, mientras que 
empieza a descender -como supongo que sucederá- el número de personas lesionadas -no los 
accidentes- o la gravedad de la lesión por usar el casco, luego pueden entablarse demandas. No es 
nuestra meta que la ley se imponga contra viento y marea, porque si bien es cierto que hay que 
cumplirla, podemos evaluar algunos aspectos que generan cierta complicación, centrándonos en el 
firme propósito de que nuestros gurises no se maten en las calles. Si perdemos ese norte, no vamos a 
entender la ley. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Como todas las normas, la ley responde a una concepción global del 
Uruguay, que tiene un alto índice de accidentes a lo largo y a lo ancho del país. Realmente, las 
situaciones de los distintos puntos del país pueden ser diferentes, así como las culturas y el tránsito; 
por eso, en lugares donde algunas costumbres están muy arraigadas, es difícil eliminarlas. Es más; en 
mi carácter de suplente, tuve oportunidad de participar en la discusión de la ley y uno de los temas 
centrales era el uso del casco en las ciudades del interior. Claramente, imponer esa costumbre ¡ba a 
ser un problema serio. Como todos los aquí presentes saben, para mí es un mandato máximo que la 
ley se cumpla. Creo que las leyes son para cumplirlas; si hay que cambiarlas, se cambian pero, repito, 
las leyes son para cumplirlas. 


Por otra parte, la información que se nos ha ido aportando acerca de las estadísticas de los 
accidentes y de su gravedad, es relevante. Si bien creo que algún señor Senador no votó esta iniciativa 
en Comisión ni en la sesión del Plenario, me parece que han sido valiosos los argumentos que se 
manejaron, tanto a favor como en contra. 


Claramente hay situaciones distintas que la ley no contempla. Asimismo, existen situaciones 
diferentes en cuanto a la información y me parece que con respecto a esto sí se podría actuar o, por lo 
menos, pedir al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y a las Intendencias que organicen una 
campaña para explicar estos aspectos a la gente que, en su mayoría, no los maneja. Esto, de alguna 
forma, ya lo ha dicho el señor Senador Michelini. 


Cabe señalar que, en este sentido, la realidad de las ciudades del interior es necesariamente 
distinta a la de Montevideo, porque la velocidad a la que se maneja es otra, las calles son distintas, hay 
más gente que circula en moto y es diferente el cuidado que uno les debe dispensar. Probablemente 
sean varios los aspectos que difieren y, entre ellos, destaco la costumbre de andar en moto y la mayor 
cantidad de esa clase de vehículos que hay en el interior. 


En definitiva, todo esto influye para que la realidad sea distinta y puede dar lugar a 
situaciones también diferentes. No obstante, si no se nos ocurre una forma para cambiar la ley que 
mejore su aplicación, por lo menos y como mínimo, deberíamos hacer que la gente conozca los 
argumentos que nosotros escuchamos aquí en ocasión del tratamiento de la iniciativa. Me refiero a 
cuántos problemas más podrían existir si esto no se aplicara, cuánto más graves podrían ser las 
lesiones, etcétera. 


Si la gente no es consciente de que tiene que usar casco, sólo a “prepo” y aplicándole multas 
tampoco vamos a arreglar nada. Me parece que, entre otras cosas, necesitamos una campaña. Creo 


que por lo menos las autoridades deberían tomar conciencia de la gravedad de la situación. Tal vez 
sigan estando en contra -uno puede estar a favor o en contra- pero una vez que la iniciativa se 
convierte en ley, hay que asumirla como tal y me parece que las autoridades no deberían oponerse a 
su aplicación. En todo caso, si no están de acuerdo, deberíamos recibir un planteo formal en el sentido 
de que la ley no se puede o no se debe cumplir y deben darnos las razones para alterar el cronograma 
de aplicación. Cabe indicar que hoy no hay ningún cronograma de aplicación ni ninguna excepción a la 
regla. Existen normas de transitoriedad, pero son generales. No hay excepciones ni plazos distintos; 
eventualmente, podría haber excepciones si existiera algo que las justificara. 


SEÑOR VAILLANT.- Coincido con las valoraciones que se han hecho de la ley, en tanto y cuanto ha 
sido aprobada. Además, cabe indicar que contó con nuestro voto, por lo cual no es necesario aclarar 
que la compartimos. 


Por otra parte, nuestros invitados han planteado un par de preguntas que quisiera contestar, 
que tienen que ver con hasta dónde debe llegar la flexibilidad de la aplicación de la ley y qué se puede 
hacer cuando no es cumplida por parte de las autoridades competentes. 


La primera interrogante tiene una sola respuesta y es que la ley es de aplicación en todo el 
territorio nacional porque es de orden público. Acerca de esto no existe ninguna duda. Es obligación, 
también de los Intendentes, aplicar esta norma. 


Con respecto a la segunda pregunta pienso que, ante el incumplimiento de un actor político, 
dirigente o gobernante de un departamento, lo que corresponde es el juicio político, que se hará o no 
en función de la voluntad de quienes lo promuevan y, en este caso, serían ustedes mismos, que son 
Ediles. 


Estas son las respuestas concretas a las preguntas formuladas. 


SEÑOR ANTÍA.- Agradezco al Congreso Nacional de Ediles que haya generado esta instancia de 
conversación, porque también tengo muchas dudas sobre el éxito en la aplicación de esta ley. 


El Partido Nacional, luego de una larga discusión, sólo votó algunos artículos de esta 
iniciativa, pero obviamente está a favor de la seguridad en el tránsito. De eso no hay ninguna duda. Sin 
embargo, entendemos que la ley nace mal en cuanto deja afuera a los principales protagonistas, es 
decir, a los Gobiernos Departamentales. Entendemos que se está invadiendo groseramente una 
jurisdicción departamental, lo cual va a ser notorio cuando se aplique la ley. Cuando una ley nace mal, 
después empiezan los problemas y no hay cosa peor para una ley que el hecho de que no se pueda 
aplicar en toda su dimensión. Además, creo que se quiso hacer una ley muy precisa y detallada pero, a 
mi entender, tendrían que haber dejado instancias para la reglamentación, a los efectos de que se 
pudiera ir adaptando a las diferentes circunstancias del país. Como ya hemos planteado muchas 
veces, esta ley de tránsito no es lo mismo para el que circula en Cañada Bellaca que para el que 
transita por Propios y Avenida Italia; tampoco es lo mismo el uso del casco para el que circula en el 
poblado Garzón que para quien transita por Montevideo. Si hay una ley de tránsito que es válida y 
establece penas para ordenar el tránsito por razones de seguridad, también tendríamos que ver qué 
hacer con los carritos, que son los principales infractores. 


Considero que hay una cantidad de situaciones que van a poner al descubierto los agujeros 
que deja esta ley, que llevarán a la crítica de la gente y a la adaptación del texto a las nuevas 
circunstancias. 


Reitero que estamos a favor de la seguridad en el tránsito. Es más; en mi departamento, 
muchos de los aspectos que plantea la ley ya han sido incorporados por los usuarios. Tal es el caso del 
uso del casco, que hoy nadie discute, salvo en San Carlos; la gente del resto del departamento ya lo 
tiene incorporado. De modo que no estoy planteando esto por un tema local pero, repito, el hecho de 
que la ley nazca con agujeros y con una postura tan centralista, ocasionará dificultades cuando haya 
que aplicarla. Sin duda, los Ediles de todos los departamentos van a tener que hacer una evaluación 
de la ley y, en ese sentido, es importante que el Congreso de Ediles tome parte activa en un tema 
nacional. Además, considero que este relacionamiento, este “feedback” de comunicación, hace bien 
para, eventualmente, adecuar la ley a los efectos de que realmente sea aplicable. Pienso que habrá 
que hacerle algunos ajustes a esta ley para lograr un éxito mayor. 


Por otra parte, estoy totalmente de acuerdo con lo que manifestó el señor Senador 
Aguirrezabala en el sentido de que no se plantearon, ya no digo objetivos para la difusión, 
comunicación o concientización, sino recursos que deberían haberse previsto en forma paralela a la ley 
para poder llevar adelante una política educativa y de difusión. Creo que este es uno de los grandes 
agujeros que tiene la ley. 


SEÑOR OLIVER.- A lo planteado por el señor Senador Michelini hay que agregar los costos de salud, 
que son astronómicos, pero no me quiero referir a ese tema. Me encantan el ordenamiento, las leyes y 
las normas, y me gusta que la gente los respete como corresponde. No sé qué sucede en Montevideo, 
pero lo cierto es que en las ciudades del interior se abusa de la tranquilidad y los ciudadanos comunes 
no pueden ejercer sus derechos. En Nueva Palmira, por ejemplo, pasa una persona por minuto 
conduciendo una moto a 80 ó 90 kilómetros por hora, sin casco, con el escape abierto, sin patente, sin 
luz, es decir, transgrediendo todas las normas habidas y por haber. Sin embargo, los ciudadanos 
tenemos que quedarnos de brazos cruzados. Realmente, desearía que una moto me choque, aunque 
sea para poder hacerle un juicio. Creo que se abusa groseramente de la tranquilidad de la mayoría de 
los ciudadanos, siempre por las mismas circunstancias: la falta de coordinación entre la policía y los 
inspectores de tránsito, las Juntas Locales, etcétera. Hay un submundo de cuatro o cinco infractores 
que toman de rehenes al resto de los ciudadanos. Estoy seguro de que si se hace una encuesta en 
cualquier pueblo, la gente va a decir exactamente lo que estoy señalando en este momento. 


Esta no es una cuestión de partidos políticos, porque los departamentos del interior son casi 
todos iguales: cuatro guarangos te agarran el pueblo para molestar. Esto no puede ser; tiene que 
terminar urgentemente. 


Por ejemplo, de noche no respetan las flechas; van a contramano a cien kilómetros por hora. 
De alguna manera hay que ponerle coto a esta situación. 


SEÑOR GUASTAVINO.- Omití decir que esta reunión estaba prevista con bastante antelación, 
mientras estaba en curso el tratamiento del tema. Ahora la ley ya está aprobada, pero igualmente nos 
pareció prudente venir. 


Además, es importante destacar que nuestra Comisión elevó al Plenario del Congreso 
Nacional de Ediles dos aportes interesantes: la baja del máximo de alcohol en la sangre y la 
obligatoriedad del espejo retrovisor en las motos. Estos dos puntos se votaron por unanimidad en el 
Congreso y están insertos en esta ley. 


SEÑOR SILVA.- Mi nombre es Luis Eduardo Silva y soy del departamento de Artigas. 


Como decía el señor Edil Guastavino, esta reunión se había pedido hace dos años, cuando 
todavía no se había votado esta ley. 


En el departamento de Artigas, por iniciativa de un Edil, se aprobó la obligatoriedad del uso del 
casco, que al principio tuvo muchos detractores y sin embargo hoy en día se ven muy pocos que no 
respetan la norma. 


Ahora bien, lo que le preocupa al señor Senador también nos preocupa a nosotros, pero 
tenemos que darles herramientas a los policías y los fiscales de tránsito para que puedan hacer algo. 
En Artigas se da exactamente la misma situación que él describía y creo que esto ocurre en todos los 
pueblos del interior, pero la realidad es que si un policía persigue a un menor y éste cae y se lastima, el 
policía es culpable, a pesar de perseguir a una persona que estaba infringiendo las leyes. Entonces, 
estoy totalmente de acuerdo con el señor Senador, porque en mi ciudad ocurre lo mismo; en mi caso, 
tengo la ventana contra la calle y hay dos o tres motos que pasan día y noche. Pero no hay forma de 
poder pararlas, porque no tienen patente y se escapan. Los policías y los fiscales de tránsito no 
pueden perseguirlas, por miedo a que pase algo. Entonces, para que se puedan cumplir las leyes, hay 
que dar armas a los que tienen que hacer que se cumplan. 


SEÑOR OLIVER.- Entiendo que de ninguna manera en el año 2008 podemos estar corriendo a la 
gente por las calles con otra moto; eso ya pasó hace rato largo. Lo que está faltando a la Policía, a las 
Juntas Locales y a los inspectores de tránsito son oficinas de seguimiento de los temas. No opino 
sobre la situación en Montevideo, porque no la conozco, pero en los pueblos del interior sabemos 
perfectamente quiénes son los que hacen estas cosas. No es necesario correrlos; hay que dejarlos y 


citarlos unos días después -ni siquiera el mismo día- y entonces sí empezar a hablar con el individuo 
en cuestión -insisto en la necesidad de que haya una oficina de seguimiento o de relaciones 
públicas- e ir escalonándolo, tanto a él como a los otros. Si pienso en mi pueblo, estoy seguro que si se 
procede así con siete u ocho personas, se puede controlar a todo el resto. Si el individuo no acata, la 
Policía puede empezar por quitarle la moto los fines de semana -guardándola en la Comisaría- ir 
escalonado a esa persona y sin duda las cosas empezarán a arreglarse. 


Pero correr a los infractores con otra moto es una solución imposible porque, además, es lo 
que ellos quieren. Está claro que la realidad que se ha expuesto en Sala es la que tenemos en todos 
lados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las opiniones han sido variadas. Como señalaba el señor Senador Antía, el 
Partido Nacional tuvo serias objeciones a este proyecto de ley, que se relacionan con la 
inconstitucionalidad de algunos de sus artículos, los cuales a nuestro entender invaden el principio de 
autonomía de los Gobiernos Departamentales. 


Este fue un tema muy discutido en Comisión -no obstante, y al margen de una consideración 
general, lo hemos acompañado- y pensamos que de este ámbito salió muy mejorado respecto del 
proyecto original enviado por el Poder Ejecutivo, aunque llevó su tiempo. De todas maneras, no 
acompañamos algunas disposiciones del proyecto. 


La obligatoriedad del uso del casco es un tema muy polémico y confieso que me alarma ver 
que el Director de Tránsito de Soriano discrepe con la disposición que establece el uso obligatorio de 
luces cortas, cinturón y casco. Incluso, si manifiesta su opinión en ese sentido, el asunto es todavía 
más preocupante. No obstante, está claro que la ley debe ser acatada por todos los Gobiernos 
Departamentales. 


Hemos señalado que la disposición se convierte en letra muerta si los Gobiernos 
Departamentales no se encargan de vigilar su ejecución, porque la Policía ya tiene demasiadas 
funciones como para encargarse, además, de cumplir la tarea de policía de tránsito, que sí pueden 
desempeñar dichos Gobiernos con sus Cuerpos especializados. Sé que existe una Policía de Tránsito, 
pero creo que, en general, se dedica sobre todo a capturar ladrones  -que es lo que importa a la 
población- y no tanto a perseguir motociclistas que vulneren las normas. Es una actividad típicamente 
municipal, en la que las infracciones se sancionan con multas. 


Reitero, pues, mi preocupación por el hecho de que no se aplican las normas y considero que 
el tema nos debe llamar la atención. Necesitamos que las leyes se apliquen. Además, el Congreso de 
Intendentes estuvo presente en las conversaciones -el Gobierno así lo manifestó- y dio su conformidad 
en general; salvo el señor Intendente Chiruchi, que ha cuestionado la constitucionalidad de estas 
normas, los demás han estado de acuerdo y supongo que ustedes habrán hecho lo propio. En 
consecuencia, la tarea de difusión y cumplimiento de las normas ahora es esencial. 


Por supuesto que yo discrepo con la obligatoriedad del empleo de las luces cortas, porque lo 
considero innecesario; es más: en el mundo hay países que tienen pocas horas de luz al día, que 
incluyeron esta normativa, pero luego la eliminaron. No creo que en esos casos sea una buena 
medida, pero de todos modos es algo opinable. Algunos estudiosos se pronuncian en un sentido y, 
otros, en sentido contrario. Ahora bien, el uso del cinturón me resulta incuestionable, así como el hecho 
de que el casco salva vidas, tal como lo demuestran las estadísticas. Hago estas puntualizaciones, 
sabiendo que lo que violenta a muchos habitantes de los pueblos chicos del interior es la obligación de 
ponerse un casco para recorrer una cuadra. 


Como he dicho, lo que más nos preocupa es que no se apliquen las normas. Incluso la 
presencia en Comisión de los representantes del Congreso Nacional de Ediles dando cuenta de que en 
algunos departamentos no se respetan estas disposiciones -no es el caso de Montevideo donde, por 
su peculiaridad, algunas ya estaban vigentes- lo confirma. Visito mi departamento de Colonia casi 
todas las semanas y allí he visto que nadie usa las luces cortas durante el día, ni el cinturón dentro de 
los pueblos, y menos el casco, a pesar de que el Intendente de Colonia ha sido un acérrimo defensor 
del casco; tanto es así que generó una protesta multitudinaria con 14.000 firmas en contra. También en 
algunos lugares de Paysandú se está dando ese fenómeno de protestas, pero está claro que la ley 
está vigente y hay que aplicarla. 


Si hubiera que modificarla, para eso estamos nosotros; pero mientras esté vigente lo único 
que queda por hacer es aplicarla, y espero que no se convierta en letra muerta por la no aplicación. En 
ese sentido, recibimos una comunicación de una asociación de discapacitados en la que se nos 
expresa que las unidades de transporte colectivo de pasajeros no se han adaptado a la nueva ley que 
impone que tengan rampas para discapacitados. 


SEÑOR MICHELINI.- Brevemente, quiero decir que no me preocupa que se genere una polémica por 
la aplicación de la ley, porque su mayor difusión está en la propia polémica. 


Tampoco me preocupa si mañana tenemos que corregir algunos aspectos de la ley. Nadie 
está cerrado a ello; esto no es ideológico. Ahora bien, nunca hubo una respuesta tan fuerte a este tema 
como ahora. Luego evaluaremos si la ley pegó justo en el blanco o un poco más al costado. Repito que 
el éxito de la ley está justamente en algo que no está escrito: poner el tema de los accidentes de 
tránsito arriba de la mesa en todo el país. Actualmente, en muchas familias los domingos se discute 
entre padres e hijos el tema del casco. Las estadísticas indican que el no uso del casco es la mayor 
causa de muerte entre los jóvenes, por lo que el primer objetivo de la ley está cumplido. Veremos qué 
sucede con los demás. 


SEÑOR FUENTES.- Quiero decir que el señor Intendente de Florida está aplicando la ley a rajatabla, 
mandando inspecciones a los pueblitos chicos. En realidad, la opinión de la Junta Departamental está 
un poco dividida, pero creo que la gente de Florida ha acatado la ley. 


Asimismo, quiero referirme a otro tema. Personalmente estoy trabajando en la Junta 
Departamental de Florida y en la Comisión de Tránsito y Transporte sobre la cantidad de accidentes 
que se están dando en las rutas nacionales debido al transporte de madera. Los camiones están 
rompiendo todas las rutas nacionales y departamentales y por eso hice un planteo en la Junta 
Departamental para que el señor Intendente lo planteara en el Congreso de Intendentes. Realmente, 
me preocupa mucho el estado en que están quedando las rutas debido a que no estaban adaptadas 
para el transporte de madera. 


SEÑOR MERON!.- La UNASEV -Unidad Nacional de Seguridad Vial- va a comenzar a tener oficinas en 
todas las Intendencias del interior, justamente para dar difusión a esta ley y para hablar sobre la 
seguridad en el tránsito. 


En cuanto al planteo sobre los discapacitados, quiero decir que esa nota también llegó a la 
Comisión de Tránsito de la Junta Departamental de Montevideo y hace un tiempo enviamos una minuta 
a la Intendencia Municipal de Montevideo. De todas formas, en el cambio de flota que hagan las 
empresas de transporte colectivo de acá en adelante, un porcentaje deberá tener acceso para 
discapacitados. Esto no se pudo hacer en esta última etapa en la que todas las empresas han traído 
unidades nuevas, porque ya estaban pedidas con antelación, pero el próximo recambio que se haga en 
la ciudad de Montevideo tendrá un porcentaje con ese fin, que se estimaría en un 1% o 2%, de acuerdo 
con la cantidad de discapacitados existentes en la ciudad. 


SEÑOR VAILLANT.- Ante todo quisiera aclarar que tengo una reunión a la hora 15 y 30, por lo que 
debo retirarme. 


De todas formas, no quiero irme sin antes aclarar una situación. La Comisión de Transporte y 
Obras Públicas, con la actual Presidencia o, incluso, con las anteriores, como cualquier otra Comisión 
de este Parlamento, ante una solicitud de audiencia del Congreso de Ediles la resuelve en la misma 
semana. De eso no puede quedar ninguna duda. Además, las solicitudes de audiencia ingresan por 
Secretaría, que les debe dar entrada en una reunión como la de hoy -tal como acabamos de hacer con 
otras solicitudes del mismo tenor- por lo tanto todos los señores Legisladores nos enteramos de la nota 
que ha llegado porque se distribuye. Puedo asegurar que a esta Comisión no ingresó ninguna nota del 
Congreso de Ediles solicitando audiencia, y no sólo en mi Presidencia, que fue la anterior, sino 
tampoco en esta, en la anterior o la anterior a esa, cuando según han dicho estaba el señor Senador 
Amaro como Presidente; no tengo la más mínima duda. 


SEÑOR GUASTAVINO.- Es válida la aclaración del señor Senador Vaillant. 


Evidentemente no es igual la realidad que se da en la capital que la que ocurre en el interior, 
ni se puede comparar lo que pasa en una capital del interior con lo que sucede en los pueblos. A nadie 


se le ocurre que en Cañada Nieto o en algunos pueblos apartados del interior pueden andar con 
cinturón y con luces encendidas. Habrá que ver cuál es la elasticidad de la aplicación de la norma, 
porque parece algo insólito. 


De todas formas, quisiera hacer una pregunta porque no sé si esto consta a título expreso. 
¿Cuál es la calidad, el peso y cuáles son las dimensiones del casco? Pregunto esto porque, a manera 
de protesta -no en Soriano, pero no sé en qué pueblo- andaban con una pelela en la cabeza como 
casco. 


Creo que el casco debería estar avalado por el LATU o por la Facultad de Ingeniería; debe 
haber un casco común urbano para todo el país, que debe diferir del que se usa en la ruta. Es cierto 
que el motociclista dirá que tiene que andar con dos cascos pero me parece que es algo evidente; en 
un pueblito de pocas cuadras no va a andar con un casco sumamente pesado, que es apto para 
carretera. Ante la urgencia de hacer cumplir esta ley y la normativa concordante, me pregunto si no hay 
un detalle de las especificaciones del casco a utilizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ley no lo puede prever porque eso es materia propia de los reglamentos y 
atañe al Poder Ejecutivo, pero creo que todavía no está reglamentada. 


SEÑOR GUASTAVINO.- Nosotros planteamos la interrogante porque surgió esta protesta que 
mencionamos y también porque hay quienes usan cascos de ciclista para andar en moto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como decía, eso es materia de la reglamentación porque la ley no puede 
ocuparse de esos temas técnicos; ella da las normas generales y la parte de aplicación y de ejecución 
práctica pertenece al reglamento. 


SEÑOR SILVA.- Si se me permite, voy a salir un poco del tema. 


Es conocido, por todos los señores Legisladores que han visitado el departamento de 
Artigas, el mal estado en que se encuentran las rutas, ya sea la 30 como la 4 y, a ese respecto, desde 
la Junta Departamental hemos hecho llegar a la Comisión del Senado varias fotos y diversos trabajos. 


Soy talabartero y zapatero de profesión, por lo que viene mucha gente a mi comercio, y los 
nuevos clientes que tengo son los choferes de TURIL y CUT, empresas de los ómnibus que llegan 
hasta Artigas. Ellos me contaron que ha habido muchos accidentes en la Ruta 30, porque se ha 
convertido en un monte. En realidad, el monte está al costado de la Ruta y, entre otras cosas, hay 
animales sueltos. 


En oportunidad de conversar con el Ministro Rossi, nos dijo que nosotros soñábamos mucho 
para el departamento de Artigas. Ante esas expresiones, decimos que si querer el progreso para 
nuestro departamento es soñar, nosotros vamos a seguir soñando toda la vida 


No sé cuál sería el mecanismo, pero quizás los señores Senadores podrían hablar con el 
señor Ministro a los efectos de analizar si existe la posibilidad de cortar esa especie de monte que se 
ha formado sobre la Ruta 30. 


Es triste contarlo, pero cuando se pasa de la zona 3 del departamento de Artigas, 
correspondiente al Ministerio de Transporte y Obras Públicas -donde está ubicado el 
monumento a Aparicio Saravia- y se toma la ruta a Tacuarembó o a Rivera, es otra historia, todo está 
limpito. Pero, cuando se entra en Artigas es un caos total. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Son 25 kilómetros de ruta los que están afectados? 
SEÑOR SILVA.- No, señor Senador, son más. 
SEÑOR MICHELINI.- Pero, si no entendí mal, hay una parte que está bien. 


SEÑOR SILVA.- La parte que está bien, señor Senador, corresponde a Rivera o a Tacuarembó, pero 
luego de pasar el monumento a Aparicio Saravia hasta llegar a Artigas, la ruta es un monte, que 


inclusive ha provocado accidentes. Precisamente, hoy teníamos que estar en determinado lugar a la 
hora 7 y 30, pero llegamos a las 8 de la mañana. 


Pido disculpas a los señores Senadores porque, obviamente, no estaba previsto que 
tratáramos este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por el respeto que tenemos al recuerdo de Aparicio Saravia y a la mejor 
historia del Partido Nacional, vamos a remitir la versión taquigráfica de esta sesión al señor Ministro 
Rossi, en el intento de que se sensibilice con los pobladores del departamento de Artigas. 


SEÑOR MERON!.- Si me permiten los señores Senadores, quisiera hacer una aclaración respecto a la 
nota. Concretamente, cuando asumimos nuestro cargo y supimos que, por su parte, la Comisión 
Asesora de Tránsito y Transporte solicitaba una reunión con este Cuerpo, elevamos inmediatamente 
una nota. Por supuesto, averiguaremos qué sucedió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evidentemente, algo se interpuso, pero puede estar seguro de que nosotros 
siempre estamos dispuestos a conceder todas las solicitudes de entrevista, mucho más si provienen 
del Congreso Nacional de Ediles. 


SEÑOR COSTA..- Antes de terminar, quisiera aclarar que actualmente estoy presidiendo esa Comisión 
del Congreso Nacional de Ediles, la que he integrado a partir de esta Legislatura, y puedo decir que la 
nota se hizo. Cuando asumió como Presidente el señor Meroni, luego de que nos reunimos, le 
planteamos la solicitud. Al mismo tiempo, como ya había sido aprobada la ley que hoy nos ocupa, 
solicitamos una entrevista. Por nuestra parte, tenemos un texto en carpeta, pero no se han incluido 
las modificaciones y, por supuesto, todavía no se ha aprobado. Por eso, en esa nota, se habla de que 
esperamos contar con la carpeta de la Comisión, con el texto modificado y aprobado. 


Finalmente, solicitamos que si es posible nos envíen la versión taquigráfica de esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, enviaremos la versión taquigráfica al señor Ministro Rossi y al 
Congreso Nacional de Ediles. 


Agradecemos la presencia de los representantes de la Comisión Asesora de Tránsito y 
Transporte del Congreso Nacional de Ediles. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 38 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


